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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:


Sentencia de 10 de octubre de 2018

Radicación Nro.

66001-31-05-003-2016-00402-03

Proceso


Ordinario Laboral

Demandante:


María Melva Cano Valencia y otra 

Demandado:


Colpensiones

Magistrado Ponente:

Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:

Juzgado Primero Laboral del Circuito

TEMAS:
PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES / CÓNYUGE Y COMPAÑERA PERMANENTE / REQUISITOS QUE DEBEN ACREDITAR EN VIGENCIA DE LA LEY 797 DE 2003 / CONCILIACIÓN ENTRE BENEFICIARIAS / LA SEGURIDAD SOCIAL COMO DERECHO IRRENUNCIABLE /  INTERESES DE MORA Y COSTAS / RECONOCIMIENTO CUANDO CONFLUYEN DOS RECLAMANTES.
Tiene dicho la Sala de Casación Laboral… en lo concerniente a los requisitos exigidos a los cónyuges y a los compañeros permanentes en los artículos 47 y 74 de la ley 100, modificados por el artículo 13 de la ley 797 de 2003, que el requisito de la convivencia al momento del deceso del causante es indispensable para definir el derecho de los beneficiarios.

En cuanto a los compañeros permanentes ha sido pacifica la jurisprudencia del máximo órgano de la jurisdicción ordinaria laboral en manifestar que de conformidad con lo previsto en el artículo 13 de la Ley 797 de 2003, les corresponde acreditar una convivencia con el causante igual o superior a los últimos 5 años anteriores a la fecha en que ocurrió el deceso.

… en lo que concierne al concepto de convivencia efectiva, real y material exigida por la norma en comento, tanto para cónyuges como compañeros permanentes supérstites, ha sostenido la Sala de Casación Laboral que se debe entender como aquella que se puede predicar de quienes han mantenido vivo y actuante su vínculo mediante el auxilio mutuo… providencia en la que se reiteró que en caso de convivencia no simultánea con cónyuge separado de hecho y compañera permanente, la prestación deberá reconocerse en proporción al tiempo al tiempo convivido.

… en sentencia SL 12442 de 15 de septiembre de 2015, radicación Nº 47.173, señaló que aun en los eventos en los que no se mantenga vivo y actuante el vínculo en los términos expuestos anteriormente, podrá aspirar el cónyuge supérstite a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes, siempre y cuando demuestre que el alejamiento se produjo por situaciones ajenas a su voluntad.

… respecto a los intereses moratorios, considera el apoderado judicial de la parte actora que en este tipo de casos debe dársele aplicación al artículo 3º de la Ley 1204 de 2008 que modificó el artículo 3º de la Ley 44 de 1980…
En efecto, de acuerdo con esa disposición, la entidad encargada de reconocer una sustitución pensional, como ocurre en el presente caso, está en la obligación de proferir dentro de los 15 días siguientes a la solicitud, acto jurídico en el que ordene el pago inmediato de la prestación económica en forma provisional, situación que no aconteció en este caso.

No obstante lo anterior, la consecuencia jurídica de ese incumplimiento no es el pago de los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, como equivocadamente lo cree el apoderado judicial de la parte actora, sino la sanción prevista en el artículo 9º de la propia Ley 1204 de 2008… 
Adicional a lo anterior, debe tenerse en cuenta… que “no se accederá a los intereses moratorios dado que estos son improcedentes cuando la administradora de pensiones niega la pensión por existir disputa entre los beneficiarios”, sin embargo, los mismos procederán una vez ejecutoriada esta sentencia judicial hasta el momento en que se cumpla lo que en ella se disponga. (…)
Finalmente, en cuanto a la condena en costas… observa la Sala que la entidad accionada no negó caprichosamente la pensión de sobrevivientes reclamada, pues existía una controversia en cuanto a la calidad de beneficiarias que referían, tenían las solicitantes, por lo que no resultaba fácil para la administradora, determinar quién había convivido con el causante durante el término dispuesto por la Ley o si se estaba frente a una convivencia simultánea, circunstancia que efectivamente debía clarificarse ante la justicia laboral, sin que pueda atribuírsele responsabilidad alguna a la entidad por iniciarse ese trámite judicial.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, diez de octubre de dos mil dieciocho, siendo las ocho y cuarenta y cinco minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por las señoras MARÍA MELVA CANO VALENCIA y NELLY DEL SOCORRO VANEGAS CARDEÑO en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 16 de mayo de 2018, así como el grado jurisdiccional de la misma, dentro del proceso que le promueven a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-003-2016-00402-03.
Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretenden las señoras María Melva Cano Valencia y Nelly del Socorro Vanegas Cardeño que la justicia laboral declare que son las beneficiarias del señor Eduardo Valencia Velásquez y tienen derecho a que se les reconozca la pensión de sobrevivientes en un 50% para cada una y con base en ello aspiran que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 15 de marzo de 2016 en ese porcentaje, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, la indexación de las condenas y las costas procesales a su favor.

Refieren que: El señor Eduardo Valencia Velásquez falleció el 15 de marzo de 2016, fecha en la que se encontraba disfrutando la pensión de vejez reconocida por el ISS desde el año 1996; el 31 de julio de 1973 contrajo matrimonio católico con la señora María Melva Cano Valencia; que dicha unión perduró hasta el fallecimiento del pensionado; simultáneamente el causante convivió con la señora Nelly del Socorro Vanegas Cardeño los últimos 15 años de su vida; ambas solicitaron la pensión de sobrevivientes ante la entidad accionada, la cual les fue negada mediante Resolución 188754 de 27 de junio de 2016 al presentarse un conflicto referente a la convivencia con el causante entre las solicitantes en calidad de cónyuge supérstite y compañera permanente; el 28 de febrero de 2016 Colpensiones pagó la última mesada pensional al señor Eduardo Valencia Velásquez.

Al dar respuesta a la demanda –fls.49 a 55- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó la calidad de pensionado del señor Eduardo Valencia Velásquez, las reclamaciones administrativas y el contenido del acto administrativo que les negó la pensión de sobrevivientes. Frente a los demás hechos manifestó que no eran ciertos o que no le constan. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación demandada”, “Cumplimiento de un deber legal”, “Ausencia de causación de intereses moratorios”, “Imposibilidad de condena en costas procesales”, “Prescripción” y “Buena fe”.

En sentencia de 16 de mayo de 2018, la funcionaria de primer grado, determinó que el señor Eduardo Valencia Velásquez dejó causada la pensión de sobrevivientes a favor de sus beneficiarios por ostentar el status de pensionado al momento de su deceso ocurrido el 15 de marzo de 2016; frente al derecho reclamado por las señoras María Melva Cano Valencia y Nelly del Socorro Vanegas Cardeño señaló que ambas tenían la calidad de beneficiarias de la prestación, la primera en calidad de cónyuge supérstite con sociedad conyugal vigente al momento del deceso del pensionado y la segunda como compañera permanente, pero no bajo los presupuestos de una convivencia simultánea como se solicitó en la demanda, pues se había demostrado que el nexo de cohabitación que tenían el pensionado y la señora María Melva Cano Valencia se rompió ante la separación de hecho que se dio entre ellos, sin embargo, sí continuaron los lazos de afectividad, comunicación,  acompañamiento y ayuda mutua; mientras que la convivencia con la señora Nelly del Socorro Vanegas Cardeño tuvo lugar por algo más de 15 años.

Negó la petición de reconocer la pensión de sobrevivientes en un porcentaje del 50% para cada una de las demandantes, al considerar que ese acuerdo conciliatorio debió adelantarse ante la autoridad competente o haberlo solicitado expresamente en la audiencia de conciliación dentro del presente proceso, a efectos de que la entidad accionada pudiera analizar dicha propuesta. En consecuencia, al encontrar acreditado que no hubo convivencia simultánea sino que el causante convivió 37 años con la señora María Melva Cano Valencia, cónyuge supérstite y 15 años con la señora Nelly del Socorro Vanegas Cardeño, compañera permanente, ordenó que el pago de la mesada pensional fuera del 71,15% y 28,85% respectivamente, en consideración al tiempo efectivamente convivido con el señor Eduardo Valencia Velásquez.  
No condenó a la entidad accionada al pago de intereses moratorios, argumentando que si bien en la actualidad las beneficiarias tienen ánimo conciliatorio, el mismo no estuvo presente cuando reclamaron individualmente la prestación económica ante la Administradora Colombiana de Pensiones, por lo tanto, dicha situación conllevó a que la entidad tuviera que suspender el trámite hasta tanto la justicia ordinaria resolviera, insistiendo en que el acuerdo a que llegaron las partes debió exteriorizarse desde el momento mismo de la reclamación ante la administradora de pensiones y no como resultado de la negativa que se generó ante el conflicto de intereses presentado por las reclamantes. 

Iguales argumentos sirvieron para no condenar en costas a la accionada, insistiendo en que el presente conflicto no lo había generado dicha entidad, sino las solicitantes al momento de reclamar el derecho en un 100% cada una, pues dicha actuación limitó el reconocimiento y pago de la prestación en su momento.   

Inconforme con la decisión, el apoderado judicial de las señoras María Melva Cano Valencia y Nelly del Socorro Vanegas Cardeño interpuso recurso de apelación contra la negativa de condenar al pago de los intereses moratorios y costas procesales y además, por no haberse aceptado el acuerdo presentado por las beneficiarias de la pensión de sobrevivientes, sobre el porcentaje en que debía concederse la prestación a favor de cada una de ellas.

Argumentó que actualmente para la imposición de las costas procesales, según la ley y la doctrina, están a cargo de la parte que resulte vencida en juicio –criterio objetivo-, por lo que al resultar condenada Colpensiones, debe asumir las costas procesales; que aun teniéndose en cuenta el criterio subjetivo, las mismas también habrían de imponerse a cargo de dicha entidad, pues al contestar los hechos y pretensiones de la demanda, si bien indicó que no se oponía al reconocimiento del derecho, propuso algunos medios exceptivos que no guardaban congruencia con dicha posición, tanto para la exoneración de los intereses moratorios como para la condena en costas; que esa entidad no dio cumplimiento a la ley 1204 de 2008 y al Decreto 758 de 1990, pues no procedió a pagar la prestación económica que reclamaban las demandantes, de manera parcial o momentánea a quien tuviese la posibilidad de ser la sucesora del causante dentro del término fijado en esa normativa, dado que posteriormente podía efectuar las compensaciones respectivas si a ello hubiera lugar. Así mismo, trajo a colación una sentencia de la Corte Constitucional, frente a la cual, según el recurrente, la falladora de primer grado efectuó una interpretación equivocada.

Finalmente, refiere que no es cierto que la conciliación se hubiese tenido que agotar desde la presentación de la reclamación administrativa, pues en el presente asunto no se tenía conocimiento acerca de que otra persona se había o se iba a presentar a reclamar el mismo derecho pensional, por lo que el acuerdo únicamente tuvo lugar con la presentación de la demanda, situación que no puede desconocer el operador judicial, pues las demandantes son las dueñas del derecho y las únicas que pueden disponer sobre el mismo; por lo tanto, solicita que se respete el acuerdo a que llegaron las demandantes, en el sentido de otorgar el 50% de la pensión de sobrevivientes que dejó causada el señor Eduardo Valencia Velásquez y, hace referencia a la sentencia T-301 de 2010 de la Corte Constitucional que avala la partición en los términos aquí planteados. 
Al haber resultado condenada la Administradora Colombiana de Pensiones, se dispuso el grado jurisdiccional de consulta a su favor.

Oídas las argumentaciones, a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿Puede asimilarse el presunto acuerdo de las accionantes a una conciliación?

¿Tienen derecho las demandantes a que se les reconozca la pensión de sobrevivientes que dejó causada el señor Eduardo Valencia Velásquez en el porcentaje indicado en la demanda?

¿Hay lugar a condenar a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar los intereses moratorios y las costas procesales a favor de las accionantes?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

1. LA CONCILIACIÓN Y LA SEGURIDAD SOCIAL COMO DERECHO IRRENUNCIBLE.
Señala el artículo 19 del C.P.T. y de la S.S. que en materia laboral las partes podrán intentar la conciliación en cualquier tiempo, antes o después de presentarse la demanda.

Por su parte, el artículo 48 de la Constitución Nacional, establece que la seguridad social es un derecho subjetivo de carácter irrenunciable y en concordancia con ello, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en sentencia SL2148 de 8 de febrero de 2017, Radicación 46035, al respecto, consideró que: 
“Ahora bien, la exigibilidad judicial de la seguridad social y, en específico, del derecho a la pensión, implica no solo la posibilidad de ser justiciado en todo tiempo, sino también el derecho a obtener su entera satisfacción, es decir, a que el reconocimiento del derecho se haga de forma ajustada al ordenamiento jurídico. 

En efecto, el calificativo irrenunciable de la seguridad social no procura exclusivamente por el reconocimiento formal de las prestaciones fundamentales que ella comporta, sino que, desde un enfoque material, busca su satisfacción completa, a fin de que los derechos y los intereses objeto de protección, sean reales, efectivos y practicables”.  

Y la sentencia T-301 de 27 de abril de 2010, indicó sobre el otorgamiento de la pensión de sobrevivientes, lo siguiente:

“(…) la Sala desea recordar que el derecho a la pensión de sobrevivientes no es un derecho que se reconozca como consecuencia de la voluntad del causante; no se trata de un derecho heredable. Se trata de un derecho autónomo fundamental, irrenunciable e intransferible que se causa cuando quien lo reclama reúne los requisitos previstos por la ley para el efecto”. 

2. REQUISITOS QUE DEBEN ACREDITAR LOS CÓNYUGES Y COMPAÑEROS PERMANENTES PARA SER BENEFICIARIOS DE LA PENSION DE SOBREVIVIENTES EN VIGENCIA DE LA LEY 797 DE 2003.
Tiene dicho la Sala de Casación Laboral por medio de las sentencias de 20 de mayo de 2008 con radicación Nº 32.393, de 22 de agosto de 2012 con radicación Nº 45.600 y más recientemente en la de 13 de noviembre de 2013 radicación Nº 47.031 con ponencia del Magistrado Rigoberto Echeverri Bueno, en lo concerniente a los requisitos exigidos a los cónyuges y a los compañeros permanentes en los artículos 47 y 74 de la ley 100 modificados por el artículo 13 de la ley 797 de 2003, que el requisito de la convivencia al momento del deceso del causante es indispensable para definir el derecho de los beneficiarios.

En cuanto a los compañeros permanentes ha sido pacifica la jurisprudencia del máximo órgano de la jurisdicción ordinaria laboral en manifestar que de conformidad con lo previsto en el artículo 13 de la Ley 797 de 2003, les corresponde acreditar una convivencia con el causante igual o superior a los últimos 5 años anteriores a la fecha en que ocurrió el deceso.

Ahora bien, en lo que concierne al concepto de convivencia efectiva, real y material exigida por la norma en comento, tanto para cónyuges como compañeros permanentes supérstites, ha sostenido la Sala de Casación Laboral que se debe entender como aquella que se puede predicar de quienes han mantenido vivo y actuante su vínculo mediante el auxilio mutuo, entendido como acompañamiento espiritual permanente, apoyo económico y vida en común; concepto que recordó en sentencia SL1399 de 25 de abril de 2018, radicación Nº 45779, providencia en la que se reiteró que en caso de convivencia no simultánea con cónyuge separado de hecho y compañera permanente, la prestación deberá reconocerse en proporción al tiempo al tiempo convivido.

Finalmente, la Alta Magistratura en sentencia SL 12442 de 15 de septiembre de 2015 radicación Nº 47.173, señaló que aun en los eventos en los que no se mantenga vivo y actuante el vínculo en los términos expuestos anteriormente, podrá aspirar el cónyuge supérstite a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes, siempre y cuando demuestre que el alejamiento se produjo por situaciones ajenas a su voluntad.

EL CASO CONCRETO

No es motivo de controversia en este ordinario laboral, que el señor Eduardo Valencia Velásquez fallecido el 15 de marzo de 2016 como consta en el registro civil de defunción visible a folio 20 del expediente, ostentaba el status de pensionado para ese momento, pues así lo reconoció la Administradora Colombiana de Pensiones en su contestación a la demanda, al aceptar que mediante Resolución No. 6305 de 1996 el Instituto de Seguros Sociales le reconoció pensión de vejez.
Al ostentar la calidad de pensionado para el momento del deceso, dejó causada a favor de sus beneficiarios la pensión de sobrevivientes, como lo establece el numeral 1º del artículo 46 de la Ley 100 de 1990 modificado por el artículo 12 de la Ley 797 de 2003.

Como las señoras María Melva Cano Valencia y Nelly del Socorro Vanegas Cardeño indican que tienen derecho a que se les reconozca la prestación económica en un 50% a cada una por haber convivido de manera simultánea con el señor Eduardo Valencia Velásquez, en condición de cónyuge supérstite con sociedad conyugal vigente y compañera permanente, respectivamente, les correspondía acreditar dicha afirmación, para lo cual solicitaron que fueran escuchados los testimonios de Luciano Valencia Cano, Celia Valencia Cano e Irma Galvez Bermúdez. 
Los señores Luciano y Celia Valencia Cano, hijos del causante y la demandante María Melva Cano Valencia, afirmaron que sus padres eran casados; convivieron como 25 o 28 años y luego se separaron, aunque no legalmente; él era quien velaba por el sostenimiento económico de la señora María Melva; almorzaba todos los días en la casa de ella, excepto cuando viajaba a la ciudad de Cali por cuestión de negocios; compartían en familia todas las fechas especiales como cumpleaños, día del padre, de la madre, navidad, etc.; tenían conocimiento que la última pareja que tuvo su padre fue la señora Nelly del Socorro Vanegas Cardeño con la que vivía en la carrera 10 bis; el último año de vida el señor Eduardo estuvo varias veces hospitalizado a causa unas cirugías que le practicaron en el corazón y por el cáncer de páncreas, que finalmente lo llevó a la muerte; indicaron que cuando le daban de alta de la clínica, él se recuperaba en la casa de la señora María Melva y luego regresaba a su lugar de residencia, donde vivía con la señora Nelly del Socorro y; que por voluntad del mismo pensionado, los últimos días de vida fue llevado a la finca de propiedad de su hijo Luciano, donde fue a visitarlo una vez la señora Vanegas Cardeño antes de su fallecimiento.
Por su parte la señora Irma Galvez Bermúdez manifestó que conoció a la pareja conformada por el causante y la señora Nelly del Socorro; quienes en el año 2001 empezaron a convivir en la carrera 10 bis hasta el deceso de aquél; lo sabe porque una hermana suya vivía enseguida de donde habían fijado su residencia la pareja Valencia – Vanegas; los veía siempre juntos en la calle, haciendo el mercado, abordando el bus; sabía que el pensionado tenía una esposa y tres hijos porque Nelly del Socorro le había contado; refirió que un año antes de fallecer, empezaron los quebrantos de salud del pensionado, el cual estuvo hospitalizado muchas veces y Nelly lo cuidaba en las noches y los hijos de él durante el día; que había fallecido en la finca de su hijo Lucho (refiriéndose al señor Luciano Valencia Cano); lugar en el cual no se instaló la señora Vanegas Cardeño, cree la testigo, por respeto a la familia, pues allí estaba con la señora María Melva y sus hijos.
Ahora, de la partida y del registro civil de matrimonio visibles a folios 17 y 18 del expediente, se observa que los señores Eduardo Valencia Velásquez y María Melva Cano Valencia efectivamente contrajeron matrimonio por los ritos católicos el 31 de julio de 1963, sin que se evidencie alguna nota marginal en tales documentos, lo que lleva a concluir que dicho vínculo matrimonial permaneció vigente hasta el fallecimiento del pensionado, tal y como lo afirmaron los hijos del causante y la misma demandante Nelly del Socorro.
En cuanto a la convivencia, contrario a lo indicado en la demanda, de las pruebas testimoniales antes referidas, se evidencia que si bien continuó estando presente entre la pareja Valencia – Cano un auxilio mutuo, acompañamiento espiritual permanente y apoyo económico, también lo es que dicho requisito –la convivencia o vida en común–, finiquitó 25 o 28 años después de que contrajeron matrimonio, una vez el señor Eduardo Valencia Velásquez se independizó y fijó su residencia en un lugar distinto al que compartió con la señora María Melva Cano Valencia, separación que se debió a la regularidad con que él ingería licor.

Esa falta de cohabitación, se evidenció igualmente, porque tiempo después de presentarse esa separación, el señor Eduardo Valencia Velásquez empezó una nueva relación con la señora Nelly del Socorro Vanegas Cardeño, la cual perduró los últimos 15 años de vida del causante.
En consecuencia, no encuentra la Sala dentro del expediente prueba alguna que dé cuenta que en realidad, entre el señor Eduardo Valencia Velásquez y las demandantes, existió una convivencia simultánea como se afirma en los hechos de la demanda, por el contrario, resulta claro que existió una separación de hecho entre él y su cónyuge María Melva, situación que en todo caso, no impidió que la pareja continuara manteniendo una relación de acompañamiento, socorro mutuo, apoyo espiritual y económico.
Igualmente, quedó acreditado que muchos años después de esa ruptura, el causante empezó una nueva relación de convivencia con la señora Nelly del Socorro Vanegas Cardeño durante por lo menos 15 años, lapso durante el cual convivieron bajo el mismo techo y compartieron lecho y mesa, sin que ella desconociera o se opusiera a que el vínculo que tenía él con la señora María Melva y sus hijos continuara vigente y actuante, pues, en su interrogatorio de parte manifestó que él almorzaba en la casa de su esposa, donde además compartía con sus hijos y nietos. 

De tal modo que, en el presente asunto se presentó una de las hipótesis traídas por la Sala de Casación de Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sentencia SL1399-2018, pues entre los cónyuges se presentó una separación de hecho y el causante convivió con otra persona, por lo que indicó la Alta Magistratura que “en caso de su fallecimiento el disfrute del derecho a la pensión deberá ser compartido entre el cónyuge separado de hecho y el compañero o compañera permanente que tenga esa condición para la fecha del fallecimiento, en proporción al tiempo de convivencia”. 
Así las cosas, como la señora María Melva Cano Valencia, en su calidad de cónyuge del pensionado fallecido, convivió con él por más de 5 años en cualquier tiempo y la señora Nelly del Socorro Vanegas Cardeño, como compañera permanente hizo lo propio por más de ese lapso pero anterior al deceso de aquél, aclarando que si bien el fallecimiento de su compañero permanente se produjo en lugar diferente a la casa donde convivían, ello fue por situaciones ajenas a su voluntad, pues fue por el mismo pensionado, quien pidió ser llevado a la finca de su hijo Luciano Valencia Cano, tal vez por ser un sitio neutral, en el cual pudiera estar acompañado por su cónyuge, hijos y nietos y en el cual pudiera ir a visitarlo su compañera permanente, como en efecto ocurrió.

En ese orden de ideas, como las demandantes lograron acreditar su calidad de beneficiarias del pensionado fallecido, tienen derecho a que se les reconozca la prestación económica reclamada, en proporción al tiempo que efectivamente convivieron con el causante, esto es, para la señora María Melva Cano Valencia en un 65,11% correspondiente a 28 años de convivencia y, a la señora Nelly del Socorro Vanegas Cardeño en un 34,89% correspondiente a 15 años de convivencia.

No se accederá entonces a lo pretendido en la demanda y a lo que es objeto de recurso de apelación por la parte actora, pues, el porcentaje indicado en la demanda –50% de la prestación para cada una de las demandantes–, tenía como fundamento la existencia de una convivencia simultánea, la cual quedó desvirtuada en el presente asunto, además, porque como se indicó anteriormente, la seguridad social es un derecho irrenunciable y se otorga una vez se cumplan con los presupuestos legales y jurisprudenciales exigidos, requisitos que ambas accionantes cumplieron, sin que sea posible despojar a la señora María Melva de una parte de su derecho para acrecentar el de la señora Nelly del Socorro, más cuando en el expediente no se cuenta con ningún documento o manifestación expresa por parte de la cónyuge supérstite en tal sentido, por cuanto aquella no asistió a ninguna de las Audiencias que tuvieron lugar dentro del proceso y además, el poder otorgado no se especifica que es para reclamar y obtener el 50% de la prestación económica reclamada.
Y si bien, se adujo por los señores Luciano y Celia Valencia Cano que la voluntad de su padre, era que la pensión de sobrevivientes les quedara a las demandantes en partes iguales, como bien se indicó, tal derecho no es heredable, sino que se causa cuando quien lo reclama, reúne todos los requisitos contenidos en la ley para tales efectos y ha de otorgarse en las proporciones establecidas en las normas que lo regulan.
Adicionalmente, debe advertirse que la modificación de los porcentajes de la mesada pensional no vulnera el principio de la no reformatio in pejus, por cuanto lo que se pretendía con el recurso de apelación, era que se reajustaran los mismos al 50% para cada una de las accionantes y si bien es cierto, a la señora María Melva Cano Valencia el mismo se disminuyó del 71,15% a 65,11%, también lo es que tal proporción no es inferior a su aspiración y respecto a la señora Nelly del Socorro Vanegas Cardeño, tampoco se presentó vulneración alguna, porque aún al no haber alcanzado el 50% de la mesada pensional, en esta segunda instancia sí se aumentó tal porcentaje de 28,85% al 34,89%. 
Bajo tales parámetros, al modificarse los porcentajes reconocidos en primera instancia, habrá que actualizar el retroactivo pensional causado a favor de las accionantes entre el 16 de marzo de 2016 y el 30 de septiembre de 2018, conforme al artículo 283 del CGP aplicable por analogía en materia laboral, en consecuencia tiene derecho la señora María Melva Cano Valencia a que se le reconozca la suma de $15.538.137 y la señora Nelly del Socorro Vanegas Cardeño la suma de $8.322.642, como se ve en la siguiente tabla que se pone de presente a los asistentes y que hará parte integrante del acta que se levante con ocasión de esta audiencia, sin que haya operado el fenómeno de la prescripción sobre dichas mesadas pensionales, por cuanto el fallecimiento del pensionado se produjo el 15 de marzo de 2016, las reclamaciones se presentaron el 26 de abril y 5 de mayo de 2016 –fls.56 y 69 y la demanda se interpuso el 23 de septiembre ese mismo año –fl.33-.

Ahora, respecto a los intereses moratorios, considera el apoderado judicial de la parte actora que en este tipo de casos debe dársele aplicación al artículo 3º de la Ley 1204 de 2008 que modificó el artículo 3º de la Ley 44 de 1980, el cual establece que: “Los operadores públicos, privados o los empleadores que tengan a su cargo el reconocimiento de pensiones, según sea el caso, dentro de los 15 días siguientes a la radicación de la solicitud de sustitución definitiva, deberán proferir acto jurídico, apoyándose en el memorial inicial del pensionado y las pruebas, ordenando el pago inmediato, en forma provisional, de la pensión del fallecido, en la misma cuantía que se venía disfrutando, distribuidas de conformidad con la ley, a partir del día siguiente del fallecimiento del causante.”

En efecto, de acuerdo con esa disposición, la entidad encargada de reconocer una sustitución pensional, como ocurre en el presente caso, está en la obligación de proferir dentro de los 15 días siguientes a la solicitud, acto jurídico en el que ordene el pago inmediato de la prestación económica en forma provisional, situación que no aconteció en este caso.
No obstante lo anterior, la consecuencia jurídica de ese incumplimiento no es el pago de los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, como equivocadamente lo cree el apoderado judicial de la parte actora, sino la sanción prevista en el artículo 9º de la propia Ley 1204 de 2008, en la que se determina que: 
“Si por causa imputable al operador público o privado, la sustitución pensional no es resuelta dentro de los términos previstos en esta ley, la conducta se sancionará con multa equivalente a diez (10) salarios mínimos legales diarios vigentes por cada día de retardo, a cargo del responsable.”; definiendo a renglón seguido que “La resolución que imponga la multa, será proferida por la entidad que ejerza vigilancia y control sobre el pagador de pensiones y las correspondientes a otros operadores distintos a los vigilados las expedirá el Ministerio de la Protección Social. La resolución proferida por el Ministerio, prestará mérito ejecutivo y será exigible ante la jurisdicción coactiva. Los recursos recaudados por la imposición de estas multas, se destinarán a financiar el fondo de solidaridad pensional establecido en la Ley 100 de 1993.”.

Conforme con lo expuesto, no está facultada la jurisdicción ordinaria laboral para imponer la sanción establecida en el referenciado artículo, y adicionalmente como se ve en el inciso final, los dineros producto de esa sanción no están dirigidos a resarcir la mora en el pago de las mesadas pensionales sufrida por los beneficiarios de la sustitución pensional, sino que están destinados a financiar el fondo de solidaridad pensional previsto en la Ley 100 de 1993.

Adicional a lo anterior, debe tenerse en cuenta el reciente pronunciamiento de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, al que hemos venido haciendo referencia –sentencia SL1399-2018–, no habrá lugar a imponer condena a cargo de la entidad accionada por concepto de intereses moratorios desde la fecha de causación del derecho hasta la finalización del trámite procesal, pues al respecto consideró la Corte en esa providencia que “No se accederá a los intereses moratorios dado que estos son improcedentes cuando la administradora de pensiones niega la pensión por existir disputa entre los beneficiarios”, sin embargo, los mismos procederán una vez ejecutoriada esta sentencia judicial hasta el momento en que se cumpla lo que en ella se disponga.

Finalmente, en cuanto a la condena en costas, refiere el recurrente que bajo el criterio objetivo que regula el tema, las mismas deben imponerse de manera automática a la parte que resulte vencida en el proceso. Al respecto, establece el artículo 365 del C.G.P.: 

“Condene en costas. En los procesos y en las actuaciones posteriores aquellos en que haya controversia la condena en costas se sujetará a las siguientes reglas:
1. Se condenará en costas a la parte vencida en el proceso, o a quien se le resuelva desfavorablemente el recurso de apelación, casación, queja, súplica, anulación o revisión que haya propuesto.

(…)

5. En caso de que prospere parcialmente la demanda, el juez podrá abstenerse de condenar en costas o pronunciar condena parcial, expresando los fundamentos de su decisión.”.

En este asunto, las accionantes se presentaron ante la Administradora Colombiana de Pensiones a reclamar la pensión de sobrevivientes que dejó causada el señor Eduardo Valencia Velásquez, en calidad de beneficiarias, cada una del 100% como cónyuge supérstite y compañera permanente; mediante Resolución GNR 188754 de 27 de junio de 2016 la entidad negó el reconocimiento de la prestación hasta tanto la justicia ordinaria laboral definiera quién de las solicitantes o si ambas tenían derecho a la pensión y en qué proporción e; indicó que se atenía a lo que resolviera el operador jurídico.
Igual posición asumió la accionada al momento de dar contestación a la demanda, aun cuando en el acápite de pretensiones indicó que se oponía a las mismas y propuso como excepción de mérito la de “Inexistencia de la obligación demandada”, pues de una lectura juiciosa de esa contestación, se puede colegir que no existió una oposición como tal por parte de la entidad, contrario a ello manifestó que se atenía a lo que resultara probado dentro del trámite judicial, argumentando eso sí, que no podía incrementar u otorgar un porcentaje de la pensión de sobrevivientes a la señora Nelly del Socorro Vanegas Cardeño, sino hasta que ella acreditara el cumplimiento de los requisitos para que fuera considerada como beneficiaria del causante, además porque existía una sociedad conyugal vigente entre aquél y la señora María Melva Cano Valencia, argumentos idénticos a los que fundamentaron su negativa al momento de resolver administrativamente, las reclamaciones elevadas por las aquí demandantes.
Vistas así las cosas, observa la Sala que la entidad accionada no negó caprichosamente la pensión de sobrevivientes reclamada, pues existía una controversia en cuanto a la calidad de beneficiarias que referían, tenían las solicitantes, por lo que no resultaba fácil para la administradora, determinar quién había convivido con el causante durante el término dispuesto por la Ley o si se estaba frente a una convivencia simultánea, circunstancia que efectivamente debía clarificarse ante la justicia laboral, sin que pueda atribuírsele responsabilidad alguna a la entidad por iniciarse ese trámite judicial.
En ese orden de ideas, habrá de confirmarse la negativa de condenar en costas a la accionada, según lo prevé el numeral 5º del artículo 365 del C.G.P. antes referido, pues como se indicó, dicha entidad no presentó oposición ni generó ninguna controversia frente al derecho reclamado por las solicitantes, sino que al contrario, se encontraba a la espera de que se definiera por parte del operador judicial, quien de la dos o si ambas, tenían derecho a percibir la prestación reclamada y en qué proporción, por lo tanto, no podría tildársele como vencido en juicio, requisito inherente para la imposición de las costas procesales.

Costas en esta instancia a cargo de la parte actora.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR los ordinales SEGUNDO, TERCERO y CUARTO de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito, los cuales quedarán así:

“SEGUNDO. DECLARAR que la pensión de sobrevivientes se les reconoce a las señoras MARÍA MELVA CANO VALENCIA y NELLY DEL SOCORRO VANEGAS CARDEÑO en proporción al tiempo que cada una convivió efectivamente con el causante, que en su orden representa el 65,11% y 34,99% como cónyuge supérstite y compañera permanente, respectivamente”.
“TERCERO. ORDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES que proceda a reconocer el retroactivo pensional causado entre el 16 de marzo de 2016 y el 30 de septiembre de 2018 a la señora MARÍA MELVA CANO VALENCIA en cuantía equivalente a $15.535.737 y a la señora NELLY DEL SOCORRO VANEGAS CARDEÑO en la suma de $8.325.040”.

“CUARTO. ORDENARLE a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES que proceda a incluir en nómina de pensionados a la señora MARÍA MELVA CANO VALENCIA en cuantía equivalente a $508.666 para el año 2018 y a la señora NELLY DEL SOCORRO VANEGAS CARDEÑO en cuantía equivalente a $272.576 también para el año 2018”.

SEGUNDO. REVOCAR el ordinal SEXTO de la sentencia recurrida y en su lugar, CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a reconocer y pagar los intereses moratorios a favor de las señoras MARÍA MELVA CANO VALENCIA y NELLY DEL SOCORRO VANEGAS CARDEÑO, en la cuantía que corresponda, a partir de la ejecutoria de esta sentencia y hasta el momento en que se cumpla lo que en ella se dispone. 

TERCERO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia recurrida.

CUARTO. CONDENAR en costas de la instancia a la parte actora.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Magistrado Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

         ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN 

Magistrado





       Magistrada

ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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